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RESPUESTA: 

 

 

En relación con las cuestiones planteadas, se informa que el Ministerio del 
Interior, dentro de sus competencias y de acuerdo con la legislación vigente, ha 

procedido a la resolución del contrato con la empresa por incumplimiento culpable del 
contratista, tras el previo procedimiento contradictorio e informe favorable de la 

Abogacía del Estado que contempla la Ley de Contratos del Sector Público, como 
consecuencia del incumplimiento grave en la prestación del servicio de mantenimiento 

integral en el Centro Penitenciario de Albolote y del CIS “Matilde Cantos Fernández” 
de Granada.  

 
Actualmente, se encentra en el trámite previo a la licitación de un nuevo 

contrato sobre el mismo objeto, existiendo graves incovenientes para encontrar una 
empresa disponible para licitar a este contrato por la asunción de las deudas salariales 

exitentes a través de la responsabilidad solidaria que impone la ley al nuevo contratista.  
 
Por tanto, se indica que la Adminsitración ha actuado acorde a la legalidad en 

materia de contratación pública, sin tener capacidad en el ámbito del derecho laboral, 
correspondiendo su revisión a la Jurisdicción Social. 

 
Es importante señalar que en los contratos del sector público no hay relación 

laboral entre la Administración y los trabajadores de la empresa adjudicataria, sino tan 
solo un vínculo contractual de naturaleza administrativa entre la empresa y la 

Administración. Por tanto, la administración contratante no es competente para dirimir 
los conflictos que puedan surgir entre los trabajadores y la empresa, debiéndose 

sustanciarse por las normas del derecho laboral y, en última instancia, por los órganos 
de la jurisdicción social.  

 
 

Madrid, 24 de marzo de 2020 


